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PRIMERAS PALABRAS

El PRI no era el dinosaurio,
sino el cuidador de la jaula de los dinosaurios.

Anónimo



En 2012 México era un país con libertades ciudadanas y derechos políticos. Aunque tenía un agudo problema de pobreza y desigualdad, con niveles alarmantes de inseguridad pública y mayor corrupción que apenas una generación antes, era estable y gobernable. Su gobierno mantenía el monopolio del uso de la fuerza en la mayor parte del territorio, seguía cobrando impuestos (pocos) y esa baja recaudación fiscal la compensaba con los ingresos del petróleo. A pesar de las fallas, no era un Estado fallido (aunque sí una democracia de baja calidad con gobiernos deficientes que daban pocos resultados).

La fachada política de México en 2012, si bien mostraba un país democrático, su democracia estaba atrapada y contaminada por los mismos males del pasado: el clientelismo, la preeminencia de grupos de interés que la tenían capturada y maniatada, la falta de legalidad, de un sólido Estado de derecho y de ciudadanos con valores cívicos que fueran corresponsables de darle un nuevo rumbo a la nación. Todos los indicadores que “miden” la democracia reflejaban esa salud endeble: en 2011, México ocupaba el penúltimo lugar entre los países de América Latina en cuanto al apoyo que sus habitantes le profesaban: sólo 40% decía que la democracia era preferible a cualquier otra forma de gobierno, cuando el promedio de la región era de 58% y solamente Guatemala estaba peor, con 36% de apoyo, según Latinobarómetro; Freedom House, una organización que estima el grado de democracia de los países del mundo, consideraba a México como “parcialmente libre” ese mismo año, cuando apenas en 2000 lo había evaluado como “libre”; asimismo, por primera vez en 30 años era calificado, según el Índice Freedom of the Press, como un país “no libre” en materia de libertad de prensa, como resultado de la intimidación de periodistas por parte del crimen organizado. Por eso The Economist Intelligence Unit etiquetaba la nuestra como una “democracia con fallas” en 2010.

México es un país de contradicciones y paradojas. Aunque hay estabilidad económica, su crecimiento ha sido mediocre. Entre 1980 y 2010, año del bicentenario de la Independencia, la tasa promedio anual fue de sólo 2.2%, cifra que contrasta con la alcanzada durante la etapa del desarrollo estabilizador, entre 1940 y 1970, de 6.2%. Aunque la pobreza extrema se ha reducido y la clase media se ha expandido, persisten graves problemas, como el de una desigualdad que no le ha dado tregua desde hace siglos: en 2010, una décima parte de los hogares más ricos acumulaba 31% del ingreso disponible, mientras que tres quintas partes de los hogares con menores ingresos sólo acumulaban 28 por ciento.[1]

Aunque la democracia ha moderado el abuso del poder y estimulado mayor rendición de cuentas, la corrupción perdura e incluso ha empeorado. Cuando Vicente Fox rompió el monopolio de la presidencia en manos del Partido Revolucionario Institucional (PRI) en el año 2000, muchos pensaron que reduciría la corrupción que él adjudicaba a los priístas, a quienes llamaba despectivamente “tepocatas y víboras prietas”. Ese año, México había obtenido, en una escala de 1 a 10, una calificación de 3.3 en materia de integridad y honestidad, según Transparencia Internacional; años después, en 2011, era ligeramente peor: había disminuido a 3.0.

Por otra parte, si durante el siglo XX uno de los mayores logros del gobierno fue construir orden, estabilidad y paz social, durante la primera década del XXI se dispararon los homicidios, el robo y el secuestro. La violencia asociada al crimen organizado alcanzó niveles alarmantes en algunas regiones, que en 2010 la padecían todavía más que países como Iraq o Afganistán. Por ejemplo, en ese año la jurisdicción y la localidad más violentas del mundo fueron, respectivamente, el estado de Chihuahua: 171 homicidios por cada 100 mil habitantes, y Ciudad Juárez, con 229.

Aunque el gobierno y los partidos políticos construyeron, entre 1990 y 1996, uno de los sistemas de organización de elecciones más sólidos, transparentes y confiables del mundo, en los comicios presidenciales de 2006 y 2012 —ambos legales y con una alta participación ciudadana— renació la acusación de fraude electoral. Su desacreditación por parte del candidato perdedor, Andrés Manuel López Obrador, dejó una sombra de duda y desconfianza en un segmento de la población.

Como resultado de estos rezagos y problemas, en 2010 poco o nada confiaba en el gobierno y en el Congreso 64% de los mexicanos; casi 8 de cada 10 recelaban de los partidos políticos, los cuales por su casi nula credibilidad se ubicaban, junto con la policía, en el sótano de las instituciones.[2] Treinta años antes, en 1980, las cifras eran semejantes, lo cual muestra que los mexicanos no ven mucha diferencia entre los políticos de antes y los de hoy, entre el PRI hegemónico del siglo XX y los partidos Acción Nacional (PAN), el de la alternancia, o el de la Revolución Democrática (PRD), que gobierna en varias entidades del país.

Aunque todas las sociedades tienden naturalmente a expresar duda e incluso rechazo por quienes los gobiernan, en el caso mexicano hubo un frenesí de aliento y esperanza en la política en el año 2000, cuando se dio el primer experimento de alternancia pacífica en la presidencia en más de 100 años. Este “bono democrático” que cosechó el candidato ganador, Vicente Fox, se esfumó, sin embargo, rápidamente. La confianza en los partidos cayó de 27 personas de cada 100 que en 2000 declaraban alguna o mucha confianza en ellos, a sólo 19 en 2010; la del Congreso pasó de 34 a 30%, mientras que la del gobierno se quedó estancada en 34 por ciento.[3]

Si la democracia significa mayor transparencia y mejor rendición de cuentas, ¿por qué la corrupción no se ha reducido en México? Si los libros dicen que la democracia produce gobiernos más responsables y atentos a las demandas de la sociedad, ¿por qué no se generó mayor confianza en los políticos y los partidos? ¿Por qué la legitimidad del sistema político —esto es, la aceptación tácita, voluntaria y genuina de los ciudadanos respecto de las reglas del sistema político— sigue siendo endeble? ¿Por qué la democracia mexicana no cuaja, pese a las reformas políticas y electorales que se han hecho desde 1977?

Apenas en los años noventas del siglo XX muchos intelectuales, políticos y líderes sociales creían que la limpieza electoral y la alternancia eran, además de la solución a estos problemas, un camino seguro hacia la democracia liberal —esto es, un gobierno representativo que rinde cuentas bajo un sistema de leyes que todos cumplen sin excepción—. Hubo elecciones limpias y hubo alternancia, pero la democracia liberal no floreció ni se solucionaron los problemas de desconfianza, corrupción e impunidad.

Equivocadamente, los enamorados de la alternancia apostaron por un nuevo inquilino, en lugar de construir una casa nueva. Creyeron que la modernidad política de México era un asunto de personas, no de instituciones; que “sacar al PRI de Los Pinos” era causa suficiente para que las cosas mejoraran. Y este enfoque de la “transición a la democracia” fue equivocado porque lo relevante no era cambiar de inquilino sino transformar el sistema clientelista, impune y corrupto por uno democrático, liberal y con Estado de derecho. La mayor falla conceptual de la “transitología” mexicana fue suponer que el PRI era el sistema y afirmar que su eliminación cambiaría ese sistema.

Por eso la teoría del inquilino fue errada, irresponsable e ingenua: hizo que en 2000 muchos intelectuales y líderes políticos celebraran que el “dinosaurio” había muerto, sin darse cuenta de que todos, no sólo los priístas, éramos el dinosaurio, porque éste no es otra cosa que la estructura corrupta y clientelista del sistema político. Por eso el dinosaurio de la impunidad y la desigualdad sigue tan vivo como antes.

La “épica del antipriísmo”, como le llama Fernando Escalante Gonzalbo, sirvió para construir una narrativa de cambio atractiva e incentivar una lucha maniquea de los buenos (la oposición) contra los malos (el PRI) que diera metas concretas a la lucha política.[4] Lo sorprendente es que esa épica haya regresado durante la elección presidencial de 2012 en boca de algunos analistas y líderes políticos que argumentaron que un regreso del PRI a la presidencia significaría el retorno de la corrupción. El problema de ese argumento es que no puede regresar algo que nunca se ha ido.



* * *



El libro en tus manos busca explicar por qué más democracia no significa, necesariamente, mejor gobierno ni mejores resultados ni mayor satisfacción ciudadana; por qué la alternancia en la presidencia en 2000 contribuyó a moderar el abuso del poder pero no redujo la corrupción en la política; por qué la independencia y el pluralismo, afincados en el Congreso desde 1997, poco han servido para hacer más responsables a los legisladores; por qué los votos no han producido mejores gobernantes. También ayuda a reflexionar si la segunda alternancia en la presidencia de la República a partir de 2012 servirá para transformar el sistema político.

La mexicana es una democracia con vicios históricos que no han sido subsanados por la alternancia y el pluralismo políticos. Como el sistema no ha cambiado en lo fundamental, la naciente democracia mexicana sólo ha recreado los vicios añejos —porque son sistémicos, no coyunturales ni emanados de un partido u otro. Entender las enfermedades del sistema es el primer paso para comprender los resultados ambiguos y medianos de la democracia electoral.

Este libro analiza un ciclo histórico de tres y media décadas, aquel que transcurre entre 1977 y 2012. Se trata del tercer ciclo de modernización que México ha intentado desde su nacimiento, en 1821, como nación independiente. El año 1977 marca un punto de inflexión en lo político por razón de que ahí surge la primera reforma de fondo para detonar la democracia electoral que emergerá gradualmente en las décadas siguientes. En materia económica, el punto de inflexión ocurre en 1982, pues es el final de un periodo de desarrollo económico estatista y el inicio de un nuevo modelo de mercado que se ha combinado, paulatinamente, con mayor apertura política y pluralismo.



***



Empecé a reflexionar sobre las ideas de este libro durante una estancia, en 2008, como profesor visitante en la Universidad de Harvard, después de una experiencia intensa y estimulante como consejero presidente del Instituto Federal Electoral entre 2003 y 2007, que me dio la oportunidad de entender y vivir la realidad política en carne propia. Luego, me adentré en el estudio de la historia política del país, cuando fui profesor en el Instituto Tecnológico Autónomo de México (ITAM) en 2009 y 2010, donde impartí cursos sobre política mexicana contemporánea. Comprendí entonces que la mejor fuente para explicar los males que nos aquejan en el siglo XXI es entender la historia del siglo XIX. Ahí está el origen de nuestras contradicciones, problemas y frustraciones.

Si la reflexión sobre las ideas de este libro inició hace varios años, su escritura ocurrió frente al mar durante los primeros meses de 2012. Ojalá que su lectura permanezca durante muchos años más.



Ciudad de México, 5 de septiembre de 2012.
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CAPÍTULO 1

 ¿DE DÓNDE VENIMOS?
EL TRIUNFO DEL LIBERALISMO
Y EL DESARROLLO ESTABILIZADOR
















Como nación independiente, México ha tenido tres procesos modernizadores: el triunfo intelectual y acaso político del liberalismo en el siglo XIX y su transformación en orden, estabilidad y progreso económico durante el régimen de Porfirio Díaz; el periodo de desarrollo estabilizador, entre 1940 y 1970, que sienta las bases del desarrollo económico con un sistema de educación pública y de protección social incipientes y con un país estable y unificado en su territorio y sus símbolos patrios y, finalmente, la etapa que inicia a fines de los años setentas, que modifica el papel del Estado en la economía y abre los cauces para la democracia electoral y el pluralismo. Ciertamente es debatible si ésta es la mejor forma de clasificar las fases históricas del país, pero ayudan para el marco de análisis de este libro.[5]

La modernización es el proceso que los países emprenden para ser “modernos”, esto es, transitar de sociedades tradicionales, feudales y agrarias hacia economías industrializadas y de servicios con tradiciones seculares. Esta definición parte de la idea de que hay una “era moderna” definida a partir de sucesos ocurridos en Occidente (por ejemplo, la Revolución Industrial en Inglaterra en los siglos XVIII y XIX que detonó la producción y el comercio a gran escala, o la Revolución francesa de fines del siglo XVIII que en la política elevó la libertad y la igualdad de los hombres a rango supremo). Esos sucesos históricos avivarían una tendencia global para que las sociedades agrarias y tradicionales dieran paso a economías industriales, con sociedades urbanas, letradas y tolerantes hacia la diversidad y con Estados laicos separados de la autoridad divina o religiosa.

En términos concretos y actuales, modernizar significa crear gobierno eficaz, cuya legitimidad dependa de la norma y no de la persona; construir un sistema para financiar al Estado mediante impuestos universales y progresivos; crear métodos para superar conflictos entre individuos con base en leyes impersonales y universales y no mediante la fuerza; aprobar aquellas que protejan la libertad de los individuos frente a la intromisión del Estado en sus vidas y en sus creencias, y construir economías basadas en las fuerzas del mercado, donde el mérito y la innovación sean el eje del éxito. En general, modernizar significa construir sociedades políticas que privilegien la libertad y la igualdad y economías que estimulen la innovación, el libre intercambio y la prosperidad material.

La primera modernización

Al concluir el movimiento de Independencia, en 1821, México estaba en bancarrota, con una economía estancada y una población diezmada y herida por años de violencia y bandidaje. La modernización del país requería, como condición básica, lograr estabilidad política y construir un Estado capaz de predominar sobre otros actores que desafiaban su soberanía (la Iglesia, los caciques regionales, los mercenarios); luego, fuerzas armadas profesionales y leales al mando político (fuera militar o civil); también precisaba de unidad territorial, así como de una base fiscal para financiar la operación del gobierno y de la milicia; y la nueva nación necesitaba asimismo de identidad y de una visión de país que incluyera valores patrios e identidad nacional.

Para lograr estabilidad política hacía falta construir un Estado y ello requería definir tanto su forma de gobierno: centralista o federal, republicano o monárquico, como su relación con los grupos corporativos —notoriamente, la Iglesia— que desafiaban su base fiscal y política. Para ello, las élites del país entablaron una lucha intelectual, política y militar entre los años veintes y sesentas del siglo XIX. Los bandos fueron dos: los liberales y los conservadores —aunque esta clasificación puede ser arbitraria y algunos consideran que la lucha principal fue entre federalistas y centralistas. El movimiento liberal, que finalmente triunfaría sobre los conservadores, tuvo diversas variantes pero en esencia perseguía “transformar la sociedad, afirmar las libertades individuales oponiéndose a los privilegios, secularizar la sociedad y limitar el poder del gobierno mediante la representación política y el constitucionalismo”.[6] Los liberales aspiraban a un gobierno republicano basado en la división de poderes, un sistema federal, la igualdad de todos frente a la ley, el combate a los fueros de la Iglesia y la separación entre ésta y el Estado, la eliminación de la propiedad comunal de los indígenas para detonar la producción en el campo. Creían en el poder transformador de las leyes y pensaban que éstas podrían cambiar las costumbres ancestrales de los mexicanos.

En el caso de los conservadores, aunque hubo matices entre ellos, en general defendían la tradición hispánica y buena parte de ellos pugnaba por un gobierno centralista que respetara a las grandes corporaciones, como la Iglesia católica y el Ejército, cuyos fueros buscaban mantener; asimismo, muchos de ellos apoyaron en diversos momentos la idea de una monarquía constitucional, como fue el caso con Maximiliano de Habsburgo, emperador de México entre 1864 y 1867.

Durante las seis décadas que duró la lucha política y militar para definir la forma del Estado mexicano, hubo guerras intermitentes entre liberales y conservadores, invasiones extranjeras y la expulsión de los españoles, que en conjunto causaron estancamiento, violencia, frustración generalizada y desazón por haber perdido la mitad del territorio nacional. No fue sino hasta 1867, con el triunfo militar de Benito Juárez contra los franceses y el fusilamiento del emperador extranjero en el Cerro de las Campanas, cuando se da el triunfo simbólico y militar de los liberales y el gobierno se restaura con base en la Constitución promulgada apenas en 1857. Ahí inicia, históricamente, el primer gran ciclo modernizador de la nación mexicana, aunque ese proceso se hubiese gestado durante los 50 años previos.

Juárez, uno de los arquitectos políticos e intelectuales del triunfo liberal, moriría años después, en 1872, y sería Porfirio Díaz quien implantaría (y acaso traicionaría) parte del credo liberal. Lograría, sí, con éxito, la unificación territorial y política de la nación en ciernes. Durante los 30 años de su gobierno (1876-1880 y 1884-1911) se generó por primera vez estabilidad política, se esfumó la amenaza de los levantamientos militares, se restauró el crédito de bancos internacionales y se sentaron las bases del progreso económico (que no del desarrollo equitativo). Se trató del primer proceso de modernización del México independiente por razón de que la nación consolidó su territorio, adoptó, aunque sólo fuera en la letra, un conjunto de normas (la Constitución de 1857) para orientar el funcionamiento del gobierno; el Estado prevaleció sobre otros actores, como la Iglesia, los grupos mercenarios, los caciques locales (con los que negociaba y transaba), y se desactivó la perenne tentación extranjera de intervenir militarmente en territorio nacional.

Aunque la historia oficial del siglo XX vituperó al régimen de Porfirio Díaz como dictatorial, opresivo y causante de la enorme desigualdad que habría desembocado en la Revolución de 1910, lo cierto es que en medio del abuso, la corrupción y la inequidad existentes se dio por vez primera un conjunto de factores que movieron al país en la senda del orden, de la estabilidad y del progreso económico, aunque fuera parcial e inequitativo. Hubo crecimiento con desigualdad; hubo estabilidad política construida con base en la corrupción; hubo gobierno y orden pero no fundados en la aplicación de la ley sino en la máxima de “pan o palo”. Díaz había traicionado la aspiración liberal de construir un gobierno de leyes y una democracia con separación y equilibrio de poderes, pero su política personalista de “pan o palo” fue eficaz para someter a las fuerzas regionales y echar los cimientos de un gobierno que sí podía gobernar.

Si bien el régimen de Porfirio Díaz emanó cronológicamente del movimiento liberal, durante su gestión el credo liberal fue desplazado por el positivismo, una ideología que promulgaba el orden y el progreso, para la cual los valores supremos no eran la legalidad ni la igualdad ni el ejercicio de las libertades individuales. Según José Antonio Aguilar Rivera,


la política “científica” implicaba la convicción de que los métodos científicos podían ser aplicados a la solución de los problemas nacionales. […] los gobernantes “ya no debían guiarse por abstractas teorías y fórmulas legales que sólo habían llevado a revoluciones y desorden”. La sociedad debía ser administrada, más que gobernada por sus representantes electos.[7]



De acuerdo con este autor, el declive del liberalismo fue una respuesta a la falta de resultados para generar orden y estabilidad: la respuesta política a un modelo teórico aplicado a un entorno adverso de inestabilidad y fragmentación territorial. El positivismo fue la réplica “científica” a las ideas románticas, quizá ingenuas e incluso irresponsables de los liberales para generar orden.

Es entonces cuando el liberalismo entra en un declive del cual nunca se repondría, en parte como resultado del divorcio entre la aspiración a ser gobernados por las leyes y una sociedad que quería regirse por sus costumbres. Según Justo Sierra, uno de los intelectuales más destacados del Porfiriato, la Constitución de 1857 “es una ‘generosa utopía liberal’, pero como tal está destinada […] a no poder realizarse sino lenta y dolorosamente, al igual que todas las leyes pensadas para ‘transformar las costumbres’”.[8]

El liberalismo naufragó y sólo surgiría tímidamente con el levantamiento armado de Francisco I. Madero, en 1910, pero sucumbiría nuevamente en el siglo XX frente al intento legitimador de la justicia social y el nacionalismo revolucionario. Aunque la retórica de la Revolución quiso venderla como una continuación del liberalismo decimonónico, la verdad es que éste moriría en dos fases: primero, frente al positivismo porfirista de fines de siglo, y, luego, frente a los postulados sociales, nacionalistas y orgánicos de la Revolución mexicana.

La segunda modernización

El segundo proceso de modernización nacional empieza en los años treintas del siglo XX, cuando tras 20 años de violencia revolucionaria, entre 1910 y fines de los años 1920, se establecen las bases del presidencialismo mexicano que duraría hasta fines de ese siglo. Como la primera, esta segunda modernización privilegió el orden y la estabilidad como condición para lograr progreso económico, aunque esta vez la busca de la justicia social adquiriría preeminencia como parte de la ecuación legitimadora del régimen político. Tal y como sucedió durante el Porfiriato, para el régimen de la Revolución eran irrelevantes valores democráticos como la libertad de expresión o la participación ciudadana. Tampoco importaban el Estado de derecho o la procuración de justicia, sino mantener el orden primero, generar crecimiento después, y dotar de mejores oportunidades a la población de menores ingresos. Era lógico que así fuera: como el Porfiriato, el régimen posrevolucionario había nacido después de un largo periodo de inestabilidad y violencia que había destruido las bases del progreso material. De ahí que el orden haya sido una premisa modernizadora durante los primeros 150 años de vida independiente: ni la democracia ni la libertad ni la legalidad formaron parte del credo del progreso.

La hegemonía del partido oficial a partir de los años treintas del siglo XX —primero a partir de 1929, como Partido Nacional Revolucionario (PNR), transformado en Partido de la Revolución Mexicana (PRM) en 1938 y finalmente en el PRI en 1946— fue el instrumento político del presidencialismo mexicano para generar la estabilidad política que sustentó el proceso de modernización —el segundo— que ocurrió entre 1940 y 1970. Ese brazo político expandió los poderes presidenciales más allá de la Constitución y permitió al presidente mandar sobre el Poder Legislativo, controlar a los caciques regionales y someter al mando civil a las fuerzas armadas. El presidente Manuel Ávila Camacho (1940-1946) sería el último militar en ocupar la silla presidencial.

Durante esta segunda modernización se crearían instituciones financieras y de protección social, como el Banco de México y el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS); se construirían los sistemas de salud, de educación pública y de electrificación nacional, éste a través de la Comisión Federal de Electricidad (CFE). Se consolidaría un Estado nacional con fuerza política y base fiscal y se gestaría la identidad nacional con dosis a veces exacerbadas del llamado nacionalismo revolucionario. Y, lo más relevante, se institucionalizaría el poder político y éste derivaría por primera vez de la silla y no de la persona.

Como resultado, los indicadores sociales y económicos mejoraron significativamente. La tasa de mortalidad pasó de 27 defunciones por cada mil habitantes en 1930 a sólo 10 en 1970; la esperanza de vida, de 34 años en 1930, a 61 años en 1970. La población alfabetizada aumentó considerablemente. Si en 1910 tan sólo 27% de la población sabía leer y escribir, en 1960 este porcentaje aumentó a 74. El crecimiento económico sostenido con baja inflación hizo que el ingreso per cápita se incrementara de mil 600 dólares en 1930 a 4 mil 300 en 1970. En materia de seguridad las cifras mejoraron notablemente. En 1940 la tasa de homicidios fue la más alta registrada en la etapa posrevolucionaria: 70 homicidios por cada 100 mil habitantes. La cifra se redujo, y en 1968 —irónicamente— sólo había 10 homicidios por cada 100 mil personas, la más baja del siglo XX.[9] El creciente bienestar de la población estimuló la fecundidad. En 1930 la población era de 17 millones; en 1950, de 26 millones, y en 1970, de 48 millones. La población urbana pasaría de 33% en 1930 a 59% en 1970.[10]

La ideología legitimadora del segundo proceso de modernización fue el nacionalismo revolucionario (como lo fue el positivismo durante el Porfiriato). Sus postulados centrales eran la soberanía de México frente a las amenazas extranjeras, no sólo militares sino de capitales privados depredadores de la riqueza nacional; la justicia social como el principal motor de la lucha “revolucionaria” para paliar siglos de desigualdad y pobreza; la identidad cultural de los mexicanos fundada en la religión, la lengua, la herencia indígena y la cultura popular construida con base en leyendas, música, bebida y comida.

El nacionalismo revolucionario fue una narrativa para entender a México, para dar sentido a las contradicciones, la violencia y los fracasos del siglo XIX; un instrumento de unificación de cara al aislamiento de los indígenas, ante la falta de una narrativa de país, frente a la ausencia de Nación antes del Porfiriato. Y fueron los logros sociales y económicos del desarrollo estabilizador los que reforzaron la legitimidad del nacionalismo revolucionario: el instrumento conceptual para dar el salto hacia adelante sin renegar del pasado.

A pesar del poder legitimador del nacionalismo revolucionario, la prolongación durante varias décadas del dominio de un solo partido en todos los cargos políticos de México, desde las presidencias municipales, las gubernaturas, los poderes legislativos hasta la presidencia de la República, estimuló la corrupción, el abuso del poder y, en muchas ocasiones, la mala administración de la economía. Para fines de los años sesentas se advertía ya un creciente hartazgo frente a la hegemonía de un solo partido, lo cual contribuyó a gestar el movimiento estudiantil de 1968 y sus secuelas de violencia y resentimiento. Quienes se rebelaron aquel año eran en realidad los hijos del modelo modernizador que había expandido la educación universitaria y muchos de cuyos padres habían accedido a la clase media gracias al crecimiento económico. Pero esos frutos materiales, educativos y de salud brotaron a costa del abuso del poder político, de la corrupción, de una libertad política condicionada y vigilada. De la misma manera que la modernización porfirista, la del desarrollo estabilizador otorgaba derechos políticos a cuentagotas y regateaba a los ciudadanos el ejercicio pleno de sus derechos.

La crisis de 1968 fue el preludio del cambio político que el país experimentaría en las décadas siguientes. Como resultado de la protesta y el conflicto que México vivió ese año, en los setentas el gobierno reaccionaría con una política de apertura e inclusión de grupos previamente marginados: universitarios, líderes sindicales y de izquierda, y en 1977 se aprobaría la reforma política más importante de México hasta ese momento, que abriría las puertas de la vida institucional a la izquierda y las del Congreso a la oposición. Ahí iniciaría, gradualmente, el equilibrio de poderes que se coronaría 20 años después, en 1997, con la inauguración del gobierno dividido.

Si la segunda modernización de México había entrado en crisis en términos políticos en 1968, años después el modelo lo haría también en términos económicos, cuando la mala administración de la hacienda pública, el exceso del gasto público, el endeudamiento del país y la apuesta por el petróleo como palanca del progreso llevaron a la megalomanía del presidente José López Portillo (1976-1982), quien en 1979 diría que ahora el problema era acostumbrarnos a “administrar la abundancia”. Esa abundancia fue ficticia, tanto que en 1982, en febrero, el país declararía la suspensión de pagos de su deuda externa y en septiembre el mismo presidente que había prometido el paraíso nacionalizaría el sistema bancario del país y en su último informe de gobierno culparía a sus dueños de la crisis económica: “Ya nos saquearon. México no se ha acabado. No nos volverán a saquear!”

Cuatro meses después, en diciembre de 1982, tomaría posesión el presidente Miguel de la Madrid (1982-1988). Su formación como tecnócrata financiero e incluso su estilo sobrio y poco apasionado anunciaban no sólo el arribo de la tecnocracia al poder político, sino también una nueva visión del futuro de México y darían inicio al último ciclo modernizador que ha experimentado el país.
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